
Nota secretarial: Corozal-Sucre, 13 de octubre de 2022. Señora 

juez, le informo que el apoderado judicial de la parte demandante 

solicita seguir adelante la ejecución en contra de la parte 

demandada. Sírvase proveer.  
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ASUNTO: Auto que decide seguir adelante la ejecución 

 

En escrito que antecede la parte demandante solicita que se 

ordene seguir adelante la ejecución contra la parte demandada 

porque considera que hubo notificación en debida forma del 

mandamiento de pago. Y, el plazo para presentar el recurso de 

reposición y para presentar excepciones de mérito y otros medios 

de defensa. 

 

Para resolver este asunto, es necesario tener en cuenta lo previsto 

en el numeral tercero, inciso 5° del artículo 291 del C.G.P, que 

trata de la práctica de la notificación personal, el cual establece: 

 

“Cuando se conozca la dirección electrónica de quien deba ser 

notificado, la comunicación podrá remitirse por el Secretario o el 



interesado por medio de correo electrónico. Se presumirá que el 

destinatario ha recibido la comunicación cuando el iniciador 

recepcione acuse de recibo. En este caso, se dejará constancia 

de ello en el expediente y adjuntará una impresión del mensaje 

de datos”. 

 

De igual forma, el artículo 8° de la ley 2213 de 2022, establece lo 

siguiente:  

 

“NOTIFICACIONES PERSONALES: Las notificaciones que deban 

hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío 

de la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección 

electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice 

la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso 

físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado 

se enviarán por el mismo medio. El interesado afirmará bajo la 

gravedad del juramento, que se entenderá prestado con la 

petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 

corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la 

forma como la obtuvo y allegará las evidencias correspondientes, 

particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por 

notificar. La notificación personal se entenderá realizada una vez 

transcurridos dos días hábiles siguientes al envío del mensaje y 

los términos empezarán a contarse cuando el iniciador 

recepcione acuse de recibo o se pueda por otro medio constatar 

el acceso del destinatario al mensaje. Para los fines de esta norma 

se podrán implementar o utilizar sistemas de confirmación del 

recibo de los correos electrónicos o mensajes de datos. Cuando 

exista discrepancia sobre la forma en que se practicó la 

notificación, la parte que se considere afectada deberá manifestar 

bajo la gravedad del juramento, al solicitar la declaratoria de 

nulidad de lo actuado, que no se enteró de la providencia, además 

de cumplir con lo dispuesto en los artículos 132 a 138 del Código 

General del Proceso. 

 



PARÁGRAFO 1°. Lo previsto en este artículo se aplicará 
cualquiera sea la naturaleza de la actuación incluidas las 
pruebas extraprocesales o del proceso, sea este declarativo, 
declarativo especial, monitorio, ejecutivo o cualquier otro. 
PARÁGRAFO 2°. La autoridad judicial, de oficio o a petición de 
parte, podrá solicitar información de las direcciones electrónicas 
o sitios de la parte por notificar que estén en las Cámaras de 
Comercio, superintendencias, entidades públicas c privadas, o 
utilizar aquellas que estén informadas en páginas web o en redes 
sociales. 
PARÁGRAFO 3. Para los efectos de Io dispuesto en este artículo, 
se podrá hacer uso del servicio de correo electrónico postal 
certificado y los servicios postales electrónicos definidos por la 
Unión Postal Universal -UPU- con cargo a la franquicia postal”. 
 

Además, la Corte Constitucional, mediante sentencia T-238 de 

2022, estableció lo siguiente  

 

“81. Valor probatorio de los mensajes de datos. El artículo 2º de 
la Ley 527 de 1999 define el mensaje de datos como “la 
información generada, enviada, recibida, almacenada o 
comunicada por medios electrónicos, ópticos o similares, como 
pudieran ser, entre otros, el Intercambio Electrónico de Datos 
(EDI), Internet, el correo electrónico, el telegrama, el télex o el 
telefax”. A la vez, el artículo 5º ibídem establece que “no se 
negarán efectos jurídicos, validez o fuerza obligatoria a todo tipo 
de información por la sola razón de que esté en forma de mensaje 
de datos”. Adicionalmente, el artículo 9º ejusdem dispone que la 
información consagrada en un mensaje de datos se considera 
íntegra si ha permanecido completamente inalterada y señala 

que el grado de confiabilidad de la información “será determinado 
a la luz de los fines para los que se generó la información y de 
todas las circunstancias relevantes del caso”. Por su parte, el 
Código General del Proceso establece que los mensajes de 

datos: (i) se presumen auténticos (artículo 244); (ii) tienen valor 
probatorio (artículo 247); y (iii) pueden ser utilizados como medio 
de notificación (artículo 291). Por otra parte, los artículos 20 y 

21 de la Ley 527 de 1999 establecen que: (i) sin el acuse de recibo 
de un mensaje de datos se puede entender que este no ha sido 



enviado si “el iniciador ha solicitado o acordado con el destinatario 
que se acuse recibo” (artículo 20); y (ii) “cuando el iniciador 
recepcione acuse recibo del destinatario, se presumirá que éste ha 
recibido el mensaje de datos” (artículo 21). 82.            En ese 
sentido, de conformidad con lo que establece la Ley 527 de 1999, 
resulta que la remisión del mensaje no es prueba plena de la 
recepción del mismo, pues dicho efecto fue otorgado al 
denominado acuse de recibido. El punto es, pues, definir cómo 
se debe incorporar al expediente el denominado acuse de 
recibido, esto es, si debe reposar en el expediente el soporte 
electrónico respectivo o si, ante la ausencia de este, se pueden 
aportar como pruebas documentales, bien las impresiones del 
mensaje o bien las capturas de pantalla”. 
 
(…) 
 

86.            La controversia sub examine, entonces, gira en torno 
al alcance y valor probatorio de la captura de pantalla aportada 
por el laboratorio Genes S.A.S[121], que, en criterio del juzgado 
accionado, demuestra el envío de un correo electrónico con el 
contenido de la prueba genética realizada al accionante y a quien 
fue registrada como su hija. A la postre, fue esta prueba la que 
fundamentó la decisión adoptada, pues el juez estimó que la 
remisión del correo electrónico era suficiente para entender que 
el accionante tenía conocimiento de su contenido. 87.     En 
suma, a la luz de la normativa y la jurisprudencia reseñada, la 
Sala de Revisión considera que: (i) los mensajes de datos son 

pruebas válidas en el ordenamiento colombiano; (ii) es deseable 
que se plasmen firmas digitales y, en general, que se acuda a los 
medios de prueba que permitan autenticar el contenido de los 
mensajes de datos, su envío y recepción; (iii) sin perjuicio de lo 
anterior, las copias impresas y las capturas de pantalla tienen 
fuerza probatoria, las cuales deberán ser analizadas bajo el 
principio de la sana crítica y partiendo de la lealtad procesal y la 

buena fe; (iv) en todo caso, su fuerza probatoria es la de los 
indicios, lo que supone la necesidad de valoración conjunta con 
todos los medios de prueba debidamente incorporados al 

plenario; y (v) cuando se notifica o comunica por medio de un 
mensaje de datos, los términos procesales no pueden empezar a 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2022/T-238-22.htm#_ftn121


contar sino hasta el momento en el que el iniciador recepcione 
“acuse de recibo” o, en su defecto, cuando se pueda constatar, 
por cualquier medio, el acceso del destinatario al mensaje de 
datos. 

 88.            Configuración del defecto fáctico por otorgarle un 
alcance indebido a la prueba obrante en el expediente. A la luz de 
las reglas referidas en el párrafo precedente, la Sala estima que 
el Juzgado Segundo de Familia de Popayán incurrió en el defecto 
fáctico alegado, en la medida en que le dio un alcance indebido 
a la captura de pantalla que aportó el laboratorio Genes. S.A.S. 

En ese sentido, la Sala encuentra que: (i) aunque el referido 
“pantallazo” es una prueba válida y debía ser valorada por el juez, 

lo cierto es que, (ii) por sí misma, esa prueba demuestra el envío 
del correo electrónico, pero no su recepción ni tampoco el efectivo 
conocimiento de su contenido, aspecto sobre el cual no se 
pronunció el juez ordinario al emitir la providencia tutelada; 

y (iii) la prueba tiene un valor indiciario y, como tal, debió ser 
valorada en conjunto con otros elementos probatorios. En otras 
palabras, se observa que el juez accionado no tuvo en cuenta la 
ausencia de “acuse de recibo”, pues ni siquiera se pronunció 
sobre dicho elemento e, igualmente, pasó por alto el valor 
indiciario de este tipo de pruebas, lo que se hace más gravoso si 
se tiene en cuenta que la captura de pantalla fue el único 
elemento que tuvo en cuenta el juzgado para concluir que el 
ciudadano accionante conocía del resultado de la prueba de 
paternidad. 
 
Así las cosas, mientras no se encuentre demostrado que la parte 
demandada conoció el contenido del mensaje de datos ya sea por 
haber acusado recibido o por otra forma que dé certeza de esto 
(artículo 301 C.G.P.), no puede considerarse valida la 
notificación del mandamiento de pago o del auto admisorio de la 
demanda. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 
 

RESUELVE 
 



PRIMERO: No seguir adelante la ejecución en contra de la parte 
demandada. 
 
SEGUNDO: Requerir a la parte demandante para que proceda a 
notificar el mandamiento de pago a la parte demandada por 
correo electrónico, a la dirección física o lo emplace. 
 
TERCERO: Recordarle a la parte demandante que la falta de 
diligenciamiento de la notificación al demandado, una vez 
materializadas las medidas cautelares que se hayan decretado, 
puede conllevar a la aplicación del artículo 317 del C.G.P.  
Igualmente, no opera el artículo 94 del C.G.P., si no se notifica 
al demandado en el término de un año. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 

 

    
 

 


